
74 .mún anigáP 34 .mún AJOB 2102 ozram ed 2 ,alliveS

155/1996, de 27 de mayo, por el que se regulan los laborato-
rios de ensayo y contraste de objetos fabricados con metales 
preciosos.

Tercero. El citado Decreto 155/1996, de 27 de mayo, 
regula en su capítulo tercero el procedimiento para la auto-
rización de los laboratorios de contraste, y establece a la Di-
rección General de Industria, Energía y Minas como órgano 
competente para su resolución.

Esta Dirección General de Industria, Energía y Minas tiene 
competencias en materia de metales preciosos en virtud de lo 
dispuesto en el artículo 4 del Decreto del Presidente 14/2010, 
de 22 de marzo, sobre reestructuración de Consejerías y con 
el artículo 16.2 del Decreto 134/2010, de 13 de abril, por el 
que se regula la estructura orgánica de la Consejería de Eco-
nomía, Innovación y Ciencia.

Vistos los preceptos legales citados y demás de general 
aplicación,

R E S U E L V O

Primero. Autorizar a la entidad Ensayos y Contraste 
de Metales Preciosos de Andalucía, S.L. (Ecomep), con NIF 
B14918890 y domicilio en la Carretera de Palma del Río, 
km 3,3 –Parque Joyero, sector 6, fábrica 909– 14005, Cór-
doba, como laboratorio para el ensayo y contraste de objetos 
fabricados con metales preciosos de los previstos en el Capí-
tulo Tercero del Decreto 155/1996, de 27 de mayo, llevando 
implícito esta autorización el reconocimiento como entidad co-
laboradora de esta Administración en este ámbito.

Segundo. Esta autorización queda limitada, en base al al-
cance de la acreditación núm. LE/1902 emitida por la Entidad 
Nacional de Acreditación (ENAC), al ensayo y contraste de los 
objetos de oro y plata en las instalaciones de Ecomep en la 
dirección indicada en el resuelvo primero.

Tercero. El laboratorio deberá ajustar en todo momento 
sus actuaciones a lo recogido en la normativa aplicable, y 
en particular a la Ley 17/1985, de 1 de julio, el Real Decreto 
197/1988, de 22 de febrero, el Decreto 155/1996, de 27 de 
mayo, y las disposiciones que los desarrollen, así como a las 
instrucciones que al respecto dicte la Dirección General de In-
dustria, Energía y Minas.

Cuarto. Conforme a lo previsto en el Capítulo Cuarto del 
Decreto 155/1996, de 27 de mayo, la actividad del laboratorio 
estará sometida al control de un Interventor designado por la 
Dirección General de Industria, Energía y Minas, estando el la-
boratorio obligado a atender los requerimientos e instrucciones 
que, en el marco de sus atribuciones, le realice el Interventor.

Quinto. Previamente al inicio de la actividad, el laboratorio 
deberá presentar ante la Delegación Provincial de esta Con-
sejería en Córdoba una póliza de seguro de responsabilidad 
civil que cubra los riesgos que puedan derivarse de sus actua-
ciones, por cuantía mínima de 400.000 euros, que se incre-
mentará anualmente con el Índice de Precios al Consumo, y 
deberá levantarse acta de puesta en servicio del laboratorio 
por parte de la citada Delegación Provincial.

Sexto. La presente autorización tendrá vigencia indefi-
nida, sin perjuicio de que pueda ser suspendida o revocada en 
caso de incumplimiento de las obligaciones establecidas en la 
normativa aplicable y en la presente resolución.

Séptimo. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 13 
del Decreto 155/1996, de 27 de mayo, la presente Resolu-
ción deberá ser publicada en el Boletín Oficial de la Junta de 
Andalucía.

Contra la presente Resolución, que no pone fin a la vía 
administrativa, se podrá interponer recurso de alzada, ante 
el Excmo. Sr. Consejero de Economía, Innovación y Ciencia, 
en el plazo de un mes contado a partir del día siguiente al 
de su notificación, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 114.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común, en la redacción dada por la 
Ley 4/1999, de 13 de enero.

Sevilla, 23 de diciembre de 2011.- La Directora General, 
Eva María Vázquez Sánchez. 
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ORDEN de 15 de febrero de 2012, por la que se 
garantiza el funcionamiento del servicio público que 
presta la empresa LIMASA, dedicada al servicio de lim-
pieza de Colegios Públicos y de Dependencias Munici-
pales en el municipio de Jerez de la Frontera (Cádiz), 
mediante el establecimiento de servicios mínimos.

Por el Secretario General de la Unión Local de CC.OO. 
de Jerez de la Frontera, en nombre y representación de los 
trabajadores de la empresa LIMASA, dedicada al servicio de 
limpieza de Colegios Públicos y de Dependencias Municipa-
les en Jerez de la Frontera (Cádiz), ha sido convocada huelga 
desde el día 16 al 23 de febrero de 2012, que afecta a todo el 
personal de la mencionada empresa.

Si bien la Constitución en su artículo 28.2 reconoce a los 
trabajadores el derecho de huelga para la defensa de sus intere-
ses, también contempla la regulación legal del establecimiento 
de garantías precisas para asegurar el mantenimiento de los 
servicios esenciales de la comunidad, y el artículo 10 del Real 
Decreto-Ley 17/1977, de 4 de marzo, de Relaciones de Trabajo, 
faculta a la Administración para, en los supuestos de huelgas 
de empresas encargadas de servicios públicos o de reconocida 
e inaplazable necesidad, acordar las medidas necesarias a fin 
de asegurar el funcionamiento de los servicios.

El Tribunal Constitucional en sus Sentencias 11, 26 y 
33/1981, 51/1986 y 27/1989 ha sentado la doctrina en mate-
ria de huelga respecto a la fijación de tales servicios esencia-
les de la comunidad, la cual ha sido resumida por la Sentencia 
de dicho Tribunal 43/1990, de 15 de marzo, y ratificada en la 
de 29 de abril de 1993.

De lo anterior resulta la obligación de la Administración 
de velar por el funcionamiento de los servicios esenciales de 
la comunidad, pero ello teniendo en cuenta que «exista una 
razonable proporción entre los servicios a imponer a los huel-
guistas y los perjuicios que padezcan los usuarios de aquellos, 
evitando que los servicios esenciales establecidos supongan 
un funcionamiento normal del servicio y al mismo tiempo pro-
curando que el interés de la comunidad sea perturbado por la 
huelga solamente en términos razonables».

La empresa LIMASA presta el servicio de limpieza en los 
centros municipales citados, servicio esencial para la comu-
nidad, cual es el mantenimiento de la salubridad, por ello la 
Administración se ve compelida a garantizar dicho servicio 
esencial mediante la fijación de servicios mínimos, por cuanto 
que la falta de salubridad en los indicados centros municipales 
colisiona frontalmente con los derechos a la integridad física y 
a la protección de la salud proclamados, respectivamente, en 
los artículos 15 y 43.1 de la Constitución.

Convocadas las partes afectadas por el presente conflicto 
a fin de hallar solución al mismo y, en su caso, consensuar los 
servicios mínimos necesarios, y no habiendo sido esto último 
posible, de acuerdo con lo que disponen los preceptos legales 
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aplicables, artículo 28.2 de la Constitución; artículo 63.1.5.º 
de la Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo, de reforma del 
Estatuto de Autonomía para Andalucía; artículo 10.2 del Real 
Decreto-Ley 17/1977, de 4 de marzo, de Relaciones de Tra-
bajo; Real Decreto 4043/1982, de 29 de diciembre, sobre 
traspaso de funciones y servicios de la Administración del Es-
tado a la Junta de Andalucía en materia de trabajo; Decreto del 
Presidente 14/2010, de 22 de marzo, sobre reestructuración 
de Consejerías; Decreto 136/2010, de 13 de abril, por el que 
se aprueba la estructura orgánica de la Consejería de Empleo 
y del Servicio Andaluz de Empleo; y la doctrina del Tribunal 
Constitucional relacionada,

D I S P O N G O

Artículo 1. Establecer los servicios mínimos, que figuran 
en el Anexo de esta Orden, para regular la situación de huelga 
que afecta a los trabajadores de la empresa LIMASA, que rea-
liza el servicio de limpieza de Colegios Públicos y Dependen-
cias Municipales en Jerez de la Frontera (Cádiz), la cual se 
llevará a efectos desde el día 16 al 23 de febrero de 2012. 
(Expte. 023/2012 DGT).

Artículo 2. Los paros y alteraciones en el trabajo por parte 
del personal necesario para el mantenimiento de los servicios 
esenciales mínimos determinados serán considerados ilegales 
a los efectos del artículo 16.1 del Real Decreto-Ley 17/1977, 
de 4 de marzo.

Artículo 3. Los artículos anteriores no supondrán limita-
ción alguna de los derechos que la normativa reguladora de 
la huelga reconoce al personal en dicha situación, ni tampoco 
respecto de la tramitación y efectos de las peticiones que la 
motiven.

Artículo 4. La presente Orden entrará en vigor el mismo 
día de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de An-
dalucía.

Sevilla, 15 de febrero de 2012

MANUEL RECIO MENÉNDEZ
Consejero de Empleo

Ilmo. Sr. Director General de Trabajo. 
Ilmo. Sr. Delegado Provincial de la Consejería de Empleo de Cádiz.

A N E X O

EXPTE. 023/2012 DGT

SERVICIOS MÍNIMOS

Un trabajador/a por cada Centro de trabajo, en su jor-
nada habitual, para la realización de la limpieza de aseos y la 
atención a aquellas situaciones de emergencia que pudieran 
producirse, a requerimiento de la Dirección del Centro. 
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garantiza el funcionamiento del servicio público que 
presta la empresa ACASA, que realiza el servicio de 
ayuda a domicilio en el municipio de Jerez de la Fron-
tera (Cádiz), mediante el establecimiento de servicios 
mínimos.

Por el Comité de Empresa, en nombre y representación 
de los trabajadores de la empresa ACASA, ha sido convocada 
huelga los días 21, 22, 23, 24, 27 y 29 de febrero, y 1, 2 y 5 
de marzo de 2012, en paros de 24 horas, que afecta a todos 

sus trabajadores que prestan el servicio de ayuda a domicilio 
en Jerez de la Frontera (Cádiz).

Si bien el artículo 28.2 de la Constitución reconoce a los 
trabajadores el derecho de huelga para la defensa de sus intere-
ses, también contempla la regulación legal del establecimiento 
de garantías precisas para asegurar el mantenimiento de los 
servicios esenciales de la comunidad, y el artículo 10 del Real 
Decreto-Ley 17/1977, de 4 de marzo, de Relaciones de Trabajo, 
faculta a la Administración para, en los supuestos de huelgas 
de empresas encargadas de servicios públicos o de reconocida 
e inaplazable necesidad, acordar las medidas necesarias a fin 
de asegurar el funcionamiento de los servicios.

El Tribunal Constitucional en sus Sentencias 11, 26 y 
33/1981, 51/1986 y 27/1989 ha sentado la doctrina en mate-
ria de huelga respecto a la fijación de tales servicios esencia-
les de la comunidad, la cual ha sido resumida por la Sentencia 
de dicho Tribunal 43/1990, de 15 de marzo, y ratificada en la 
de 29 de abril de 1993.

De lo anterior resulta la obligación de la Administración 
de velar por el funcionamiento de los servicios esenciales de 
la comunidad, pero ello teniendo en cuenta que «exista una 
razonable proporción entre los servicios a imponer a los huel-
guistas y los perjuicios que padezcan los usuarios de aquellos, 
evitando que los servicios esenciales establecidos supongan 
un funcionamiento normal del servicio y al mismo tiempo pro-
curando que el interés de la comunidad sea perturbado por la 
huelga solamente en términos razonables».

La empresa presta un servicio esencial para la comuni-
dad, el servicio de ayuda a domicilio a los ciudadanos de Jerez 
de la Frontera, cuya paralización puede afectar a la vida e inte-
gridad física, a la protección de la salud y al bienestar social de 
tales personas, por lo que la Administración se ve compelida a 
garantizar el referido servicio esencial mediante la fijación de 
servicios mínimos, por cuanto que la falta de protección del 
referido servicio prestado colisiona frontalmente con los dere-
chos a la vida, a la salud y a un bienestar social proclamados 
en los artículos 15, 43 y 50 de la Constitución. 

Convocadas las partes afectadas por el presente conflicto 
a fin de hallar solución al mismo y, en su caso, consensuar 
los servicios mínimos necesarios, y no habiéndose alcanzado 
un acuerdo entre la representación de los trabajadores, la 
empresa y el Ayuntamiento al no asistir ninguno al acto de 
audiencia previo a la propuesta de servicios mínimos, de con-
formidad con lo que disponen los preceptos legales aplicables, 
artículo 28.2 de la Constitución; artículo 63.1.5.º de la Ley 
Orgánica 2/2007, de 19 de marzo, de reforma del Estatuto 
de Autonomía para Andalucía; artículo 10.2 del Real Decreto-
Ley 17/1977, de 4 de marzo, de Relaciones de Trabajo; Real 
Decreto 4043/1982, de 29 de diciembre, sobre traspaso de 
funciones y servicios de la Administración del Estado a la 
Junta de Andalucía en materia de trabajo; Decreto del Presi-
dente 14/2010, de 22 de marzo, sobre reestructuración de 
Consejerías; Decreto 136/2010, de 13 de abril, por el que se 
aprueba la estructura orgánica de la Consejería de Empleo 
y del Servicio Andaluz de Empleo; y la doctrina del Tribunal 
Constitucional relacionada,

D I S P O N G O

Artículo 1. Establecer los servicios mínimos, que figu-
ran en el Anexo de esta Orden, para regular la situación de 
huelga que afecta a los trabajadores de la empresa ACASA, 
que presta el servicio concertado de ayuda a domicilio en el 
municipio de Jerez de la Frontera (Cádiz), la cual se realizará 
los días 21, 22, 23, 24, 27 y 29 de febrero, y 1, 2 y 5 de marzo 
de 2012, en paros de 24 horas.

Artículo 2. Los paros y alteraciones en el trabajo por parte 
del personal necesario para el mantenimiento de los servicios 
esenciales mínimos determinados serán considerados ilegales 


